CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Situación vulneradora fue superada
“(…) mediante oficio de 16 de octubre de 2015, el Jefe de Medicina Laboral de esa entidad informó al actor que en relación con su situación médico laboral por retiro, se encuentra aplazado por la especialidad de ortopedia y traumatología; que en consecuencia, se procedió a gestionar la prórroga de su activación al servicio de salud y deberá comparecer al Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” de Pereira, con el objeto de  tramitar las citas y exámenes requeridos para definir su situación médico laboral. Finalmente se le advirtió que para próximas renovaciones del servicio de salud, es necesario anexar los soportes del avance de su tratamiento médico (…)
En esas condiciones, puede afirmarse que cesó la circunstancia que tenía en vilo los derechos del actor.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-117A de 2014.  
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Decide la Sala en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por el señor Julio César Silva Puerta contra el Director de Sanidad Naval de las Fuerzas Armadas.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor que entre los años 2005 y 2007 prestó servicio militar en la Armada Nacional; a la fecha de su retiro le informaron que tenía derecho a la atención médico-asistencial, la cual sería prestada en la Dirección de Sanidad del Ejército y le entregaron los formatos de ingreso al sistema; el 12 de marzo de 2012 presentó solicitud de reactivación a los servicios de salud; ante el silencio de la demandada, en la Defensoría del Pueblo le elaboraron otro derecho de petición “donde solicito información y cumplimiento de las promesas que me hicieron al retirarme del servicio activo como soldado regular, de continuar afiliado al servicio de salud del ejercito (sic)”; en este momento se encuentra desafiliado del sistema de salud y a la espera de la encuesta del Sisben para poder acceder al régimen subsidiado; a pesar de ello requiere con urgencia ser valorado médicamente. 
2.- Considera lesionados sus derechos de petición, la salud, la vida digna y la igualdad. Para su protección solicita se ordene a la demandada brindar respuesta de fondo a su solicitud “informando si estoy inscrito y que (sic) requisitos son necesarios para recibir la atención medico (sic) asistencia (sic) en salud, como lo disponen los reglamentos internos de las Fuerzas Militares”.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Mediante auto de 20 de enero último se admitió la acción y se ordenó requerir al Director Nacional de Sanidad Naval para que informara si había recibido la petición de que trata la tutela; en caso positivo, debía manifestar si la había contestado y acreditar ese hecho.
2.- El citado funcionario, al ejercer su derecho de defensa, dijo que la solicitud elevada por el actor fue atendida mediante oficio de 16 de octubre de 2015, en el que se le comunicó que revisado su archivo se encontró que a la fecha no se ha definido su situación médico laboral “ya que se encuentra aplazado por la especialidad de Ortopedia y Traumatología (IDX Tendinitis Manguito Rotador Derecho)”. En consecuencia se reactivaron los servicios médicos por un periodo de noventa días, para que fuera valorado por esa especialidad. Finalmente le manifestaron que debía presentarse en el Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” de Pereira para ser examinado; esa respuesta fue enviada a la dirección reportada por el peticionario, pero fue devuelta en dos ocasiones por la empresa de correos; la primera porque la dirección estaba errada y la segunda por alto riesgo para la entrega del documento; a raíz de lo anterior, se comunicaron vía telefónica con el accionante para que informara un correo electrónico al que pudieran enviar esa contestación, cumplido lo cual le remitieron la respuesta, cuya recepción fue confirmada por el interesado.    
Solicita se niegue por improcedente la tutela, ya que se resolvió de fondo la petición elevada.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2.- Sería entonces del caso analizar si por acción u omisión la entidad demandada lesionó los derechos cuyo amparo solicita el actor, de no ser porque en el curso de esta instancia se pudo constatar que el hecho que motivó la tutela se encuentra superado y su aspiración principal satisfecha.

En efecto, de acuerdo con los documentos incorporados por el Director de Sanidad Naval, mediante oficio de 16 de octubre de 2015, el Jefe de Medicina Laboral de esa entidad informó al actor que en relación con su situación médico laboral por retiro, se encuentra aplazado por la especialidad de ortopedia y traumatología; que en consecuencia, se procedió a gestionar la prórroga de su activación al servicio de salud y deberá comparecer al Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” de Pereira, con el objeto de  tramitar las citas y exámenes requeridos para definir su situación médico laboral. Finalmente se le advirtió que para próximas renovaciones del servicio de salud, es necesario anexar los soportes del avance de su tratamiento médico
. Dicha respuesta fue remitida el 22 de enero último, luego de varios intentos fallidos
, al correo electrónico reportado por el accionante
, quien informó a esta Sala que efectivamente la había recibido y que con motivo de su reactivación en el sistema de salud de las Fuerzas Armadas, ya le habían programado una cita médica
.
En esas condiciones, puede afirmarse que cesó la circunstancia que tenía en vilo los derechos del actor.

Se justifica entonces dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: "Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
3.- En esas condiciones, se declarará la carencia actual de objeto por hecho superado.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, en la acción de tutela promovida por el señor Julio César Silva Puerta contra el Director de Sanidad Naval de las Fuerzas Armadas.
SEGUNDO.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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